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Época: Décima Época  
Registro: 2022179  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 02 de octubre de 2020 10:12 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: (IV Región)1o.18 P (10a.)  
 
VISTA A QUE SE REFIERE EL PÁRRAFO SEGUNDO DEL ARTÍCULO 64 DE LA LEY DE 
AMPARO. LA OBLIGACIÓN DE OTORGARLA AL QUEJOSO SÓLO CON LA CAUSA DE 
IMPROCEDENCIA O SOBRESEIMIENTO ADVERTIDA EN UNO DE LOS ACTOS RECLAMADOS, 
NO IMPLICA DIVIDIR LA CONTINENCIA DE LA CAUSA EN EL JUICIO DE AMPARO. 
 
Para dar cumplimiento al trámite establecido en el artículo 64, párrafo segundo, de la Ley de Amparo, 
los Tribunales Colegiados de Circuito sólo deben dar vista con la posible actualización de la causal de 
sobreseimiento o de improcedencia advertida de oficio. En ese sentido, si en la discusión del asunto se 
determinó dar vista con la causa de sobreseimiento únicamente respecto de uno de los actos 
reclamados (control de la detención); tal aspecto constituye una limitante técnica de forma que impide 
continuar la discusión del fondo del asunto de manera provisional, ya que es preponderante el respeto 
al derecho de audiencia para que a través de esa prerrogativa el quejoso se encuentre en plena 
aptitud de controvertir y ofrecer pruebas con la finalidad de desvirtuar la causa de sobreseimiento o de 
improcedencia, según se trate; lo que podrá incidir en el sentido del fallo y, por ende, cambiar la 
manera en que se abordará el estudio del fondo del asunto. En tales condiciones, los Tribunales 
Colegiados de Circuito se encuentran impedidos para continuar la discusión y votación del problema 
de constitucionalidad hasta en tanto no se desahogue la vista concedida en términos del citado artículo 
64, párrafo segundo; máxime cuando esa obligación surge en sesión; por lo que, se reitera, tal 
decisión no implica dividir la unidad jurídica, pues se trata del respeto irrestricto del derecho sustantivo 
que la ley de la materia confiere en ese tipo de casos en favor de todo aquel que acuda a la instancia 
constitucional. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA CUARTA REGIÓN. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 02 de octubre de 2020 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022176  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 02 de octubre de 2020 10:12 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a. XVII/2020 (10a.)  
 
RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. PROCEDE OTORGAR EL AMPARO CONTRA 
LA OMISIÓN LEGISLATIVA ABSOLUTA DE LOS CONGRESOS LOCALES DE EMITIR LA LEY 
RESPECTIVA, CON INDEPENDENCIA DE LAS SUPUESTAS CARENCIAS PRESUPUESTALES 
PARA IMPLEMENTAR DICHA LEGISLACIÓN. 
 
Hechos: Un Juez de Distrito otorgó el amparo contra la omisión de un Congreso Local de cumplir con 
su obligación constitucional de expedir la norma local de responsabilidad patrimonial del Estado. En 
contra de esa sentencia, el Congreso responsable interpuso recurso de revisión, aduciendo que no 
podría dar efectividad al amparo concedido, debido a una supuesta carencia presupuestaria para 
implementar dicho ordenamiento legal. 
 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, determina que 
procede confirmar el amparo concedido contra la omisión legislativa absoluta del Congreso Local de 
emitir la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado, con independencia de las supuestas 
carencias presupuestales para implementar dicha legislación. 
 
Justificación: Lo anterior, toda vez que el mandato del Constituyente Permanente de expedir las 
normas locales en materia de responsabilidad patrimonial del Estado, fue acompañado de la diversa 
obligación constitucional de que las entidades federativas incluyesen una partida en sus presupuestos 
para hacer frente a las indemnizaciones que deriven de los daños ocasionados por el actuar 
administrativo irregular. En ese sentido, el juicio de amparo no puede ser pretextado para revisar, 
modificar, ni mucho menos excusar del cumplimiento a los Congresos Locales de un mandato 
constitucional que los constriñó a que adoptaran las medidas presupuestales para dar efectividad al 
derecho fundamental a la reparación por la responsabilidad patrimonial del Estado. La obligación 
contraída constitucionalmente, una vez entrada en vigor, debió y debe ser acatada en su totalidad por 
las Legislaturas Estatales, sin excepciones ni modulaciones, por lo que pese a que se alegue una 
pretendida dificultad presupuestaria para expedir la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado, la 
Suprema Corte no puede sino obligar al Congreso responsable a que dé cumplimiento cabal a tales 
mandatos constitucionales, pues no debe inadvertirse que la Constitución no obra con permiso de las 
leyes, sino que las leyes obran con permiso de la Constitución; de ahí que la eficacia de ésta no puede 
encontrarse a expensas de la discrecionalidad, voluntad o capricho de los órganos legislativos 
ordinarios. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 02 de octubre de 2020 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022175  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 02 de octubre de 2020 10:12 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: IV.1o.P.30 P (10a.)  
 
REPARACIÓN DEL DAÑO. EL ARTÍCULO 144 DEL CÓDIGO PENAL PARA EL ESTADO DE 
NUEVO LEÓN (VIGENTE DEL UNO DE DICIEMBRE DE DOS MIL DOCE AL VEINTINUEVE DE 
OCTUBRE DE DOS MIL CATORCE), TRANSGREDE LOS PRINCIPIOS DE JUSTICIA Y 
PROPORCIONALIDAD, PREVISTOS EN LOS ARTÍCULOS 20 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA 
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y 63.1 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE 
DERECHOS HUMANOS. 
 
El texto original del artículo 144 del Código Penal para el Estado de Nuevo León, vigente hasta el 
veintiocho de julio de dos mil cuatro, disponía que la reparación del daño debía ser fijada por los 
Jueces, para lo cual, habrían de tomar en cuenta lo establecido en el artículo 502 de la Ley Federal del 
Trabajo, en la parte en la que señalaba que la indemnización en caso de muerte del trabajador, sería 
el equivalente al importe de setecientos treinta días de salario; sin embargo, al considerar que 
tratándose del delito de homicidio, dicha cantidad era insuficiente para cubrir los gastos e 
implicaciones que conllevaba el deceso de una persona, el legislador local, mediante reforma 
publicada el veintiocho de abril de dos mil cuatro, determinó que el monto de la reparación del daño 
debía ser sobre la base de hasta tres tantos de lo dispuesto en la norma laboral supracitada. Ahora 
bien, el uno de diciembre de dos mil doce entró en vigor una reforma al artículo 502 citado, por lo que 
aumentó el importe de indemnización por muerte del trabajador a quince mil días de salario; luego, 
ante ese notable incremento, el veintinueve de octubre de dos mil catorce, sobrevino una reforma al 
numeral 144 de la legislación penal del Estado, a fin de atemperar el monto de ese tipo de condenas, 
graduando el importe al pago de cinco mil días de salario y eliminando la porción normativa que 
aumentaba "hasta tres tantos" lo dispuesto en la Ley Federal del Trabajo, para el caso de homicidio. 
Por ende, se puede concluir que el artículo 144 del Código Penal del Estado, en el lapso del uno de 
diciembre de dos mil doce al veintinueve de octubre de dos mil catorce, en la porción que ordenaba el 
aumento a tres tantos la indemnización por muerte prevista en la Ley Federal del Trabajo, transgrede 
el principio de indemnización justa y proporcional, contenido en el artículo 20, apartado B, fracción IV, 
constitucional (en su texto anterior a la reforma de dieciocho de junio de dos mil ocho), en relación al 
63.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, al propiciar una indemnización por 
concepto de reparación del daño en caso de homicidio, a un monto exorbitante de quince mil días de 
salario; razón por la cual, lo correcto era eliminar del citado numeral 144, la porción en la que 
aumentaba en tres tantos el monto previsto en la legislación laboral, atenta su inconvencionalidad 
sobrevenida. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL CUARTO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 02 de octubre de 2020 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022174  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 02 de octubre de 2020 10:12 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: (IV Región)1o.25 L (10a.)  
 
REGLAMENTO DE TRABAJO DEL PERSONAL DE CONFIANZA DE PETRÓLEOS MEXICANOS Y 
ORGANISMOS SUBSIDIARIOS. CUANDO SE ENCUENTRA PUBLICADO EN LA PÁGINA WEB 
OFICIAL TIENE EL CARÁCTER DE HECHO NOTORIO Y NO ES OBJETO DE PRUEBA. 
 
El hecho notorio es un acontecimiento de dominio público conocido por todos o casi todos los 
miembros de una misma comunidad en el momento en que se pronunció la decisión judicial reclamada 
respecto del cual no hay duda ni discusión por tratarse de un dato u opinión incontrovertible; por tanto, 
tienen tal carácter las leyes, reglamentos y normas de carácter general publicados en el Diario Oficial 
de la Federación o en las publicaciones oficiales de cada una de las entidades federativas; las 
condiciones generales de trabajo publicadas en medios electrónicos de comunicación, así como las 
versiones electrónicas de las resoluciones publicadas en el módulo de sentencias del Sistema Integral 
de Seguimiento de Expedientes (SISE), en el caso del Poder Judicial de la Federación, o en alguna 
otra base de datos similar de los demás órganos jurisdiccionales federales o locales. En tales 
circunstancias, el referido reglamento, vigente a partir del uno de agosto de dos mil, tiene el carácter 
de hecho notorio y no es objeto de prueba, por haberse publicado en la página de Internet oficial de 
dicha paraestatal, lo que implica que está a disposición del público en general y de sus trabajadores; 
por ende, se trata de un documento que contiene datos respecto de los que no hay duda, ni discusión, 
porque son conocidos por la mayor parte de los miembros de un mismo círculo social, en el caso, los 
trabajadores de confianza de Petróleos Mexicanos y sus organismos subsidiarios, como lo es Pemex 
Exploración y Producción. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA CUARTA REGIÓN. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 02 de octubre de 2020 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022173  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 02 de octubre de 2020 10:12 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: (IV Región)1o.14 A (10a.)  
 
RECURSO DE REVISIÓN FISCAL. PROCEDE EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 63, FRACCIÓN III, 
INCISO A), DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, 
CUANDO LA AUTORIDAD HACENDARIA ESTABLECE EL SIGNIFICADO, CONTENIDO O 
ALCANCE DE UN CONCEPTO (AUNQUE SEA GRAMATICAL), PARA SUBSUMIR EN UNA 
HIPÓTESIS NORMATIVA LOS HECHOS DEL CASO CONCRETO. 
 
Del artículo aludido se advierte que el recurso de revisión fiscal será procedente sólo cuando en el 
juicio de nulidad de origen se hubiera impugnado una resolución emitida por la Secretaría de Hacienda 
y Crédito Público, el Servicio de Administración Tributaria o las autoridades fiscales de las entidades 
federativas coordinadas en ingresos federales y, además, la materia del asunto verse sobre los temas 
que establecen los incisos a) a c) de la propia fracción III, consistentes en: interpretación de leyes o 
reglamentos en forma tácita o expresa, determinación del alcance de los elementos esenciales de las 
contribuciones o competencia de la autoridad fiscal en materia de facultades de comprobación. Ahora, 
para efectos del inciso a) debe considerarse a la norma jurídica como entidad lingüística con contenido 
significativo. Así, desde la doctrina, la interpretación jurídica puede entenderse en dos vertientes: como 
proceso (actividad) y como producto. Como proceso se refiere a la operación cognitiva del intérprete 
en busca del contenido significativo que las normas jurídicas intentan expresar por medio del lenguaje, 
en relación con las conductas y demás realidades concretas sujetas a ellas, con la intención de 
atribuirle, de entre una extensa gama de posibilidades, un significado específico, singular y 
transformador. A partir de esta perspectiva, toda norma jurídica, en la situación concreta de su 
aplicación, requiere ser interpretada, con independencia de su grado de claridad. Desde la segunda 
vertiente, la interpretación jurídica como producto se refiere al resultado de ese proceso cognitivo 
implementado por el intérprete; es la consecuencia de la interacción entre la capacidad cognitiva y 
racional del intérprete con la norma jurídica, los destinatarios de la misma y sus circunstancias 
específicas, el contexto del caso concreto e, incluso, atendiendo a los fines y valores del derecho. Para 
la teoría del derecho, interpretar es el proceso o actividad intelectual dirigida a descubrir o atribuir 
significado y así decidir el alcance, sentido, contenido e implicación de un texto legal, con el fin de que 
pueda ser aplicado a casos concretos y, sobre todo, poder precisar qué circunstancias encuadran, son 
subsumibles o quedan excluidas de la fórmula. Consecuentemente, las normas necesitan ser 
interpretadas antes de ser aplicadas por la autoridad al caso concreto, para determinar su significado y 
concretar sus efectos en el caso específico. Por lo anterior y atendiendo a una acepción amplia de lo 
que debe entenderse por "interpretación de leyes o reglamentos en forma tácita o expresa", debe 
considerarse que, para efectos de la procedencia del recurso de revisión fiscal, las resoluciones 
emitidas por las autoridades a que se refiere la fracción III del artículo 63 citado, conllevan una 
interpretación cuando establecen el significado, contenido o alcance de un concepto (aunque sea 
gramatical), para subsumir en una hipótesis normativa los hechos del caso concreto. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA CUARTA REGIÓN. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 02 de octubre de 2020 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022172  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 02 de octubre de 2020 10:12 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: X.2o.10 L (10a.)  
 
RECURSO DE QUEJA INFUNDADO. LO ES EL INTERPUESTO CONTRA EL AUTO 
DESECHATORIO DE LA DEMANDA DE AMPARO EN QUE SE RECLAMA LA DETERMINACIÓN 
DE REGULARIZAR EL PROCEDIMIENTO PARA SEGUIR EL JUICIO LABORAL EN LA VÍA 
ORDINARIA, POR NO SER DE CARÁCTER IRREPARABLE. 
 
Una determinación de tal naturaleza no constituye un acto dentro del juicio cuya ejecución sea 
irreparable, toda vez que sus efectos sólo se traducen en posibles violaciones procesales, que en su 
caso serían reparadas si el laudo que se dicte es favorable a los intereses del quejoso y, en caso de 
no ser así, serían reclamables a través del juicio de amparo directo que se promueva contra dicho fallo 
definitivo, tal como lo indica la jurisprudencia 2a./J. 90/2011, definida por la Segunda Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: "PROCEDIMIENTO ESPECIAL U ORDINARIO EN 
EL JUICIO LABORAL. SU TRAMITACIÓN EN LA VÍA INCORRECTA CONSTITUYE UNA VIOLACIÓN 
PROCESAL QUE DA LUGAR A LA REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO POR AFECTAR LAS 
DEFENSAS DE LAS PARTES Y TRASCENDER AL RESULTADO DEL LAUDO."; por tanto, el recurso 
de queja interpuesto contra el desechamiento de una demanda de amparo, donde se sostenga la 
irreparabilidad de ese acto, resulta infundada. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 02 de octubre de 2020 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022171  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 02 de octubre de 2020 10:12 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: 1a. XXVI/2020 (10a.)  
 
PROVIDENCIA PRECAUTORIA. POR SU INDEPENDENCIA LÓGICA COMO FIGURA, LA 
CARENCIA DE RECURSOS ECONÓMICOS PARA GARANTIZAR LA REPARACIÓN DEL DAÑO 
NO JUSTIFICA LA IMPOSICIÓN DE MEDIDAS CAUTELARES RESTRICTIVAS DE LA LIBERTAD. 
 
Hechos: En el marco de un proceso penal, el quejoso combatió –vía juicio de amparo indirecto– el 
aumento del monto previamente fijado para la medida cautelar de garantía económica. El aumento se 
consideró necesario para garantizar la reparación del daño en favor de la víctima. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que la 
carencia de recursos económicos para garantizar la reparación del daño mediante una providencia 
precautoria nunca trae aparejada la pérdida de libertad física, ni la consecuente imposición de la 
prisión preventiva. Esto obedece a su independencia lógica como figura jurídica respecto a la medida 
cautelar de garantía económica. 
 
Justificación: El artículo 167 del Código Nacional de Procedimientos Penales establece que la prisión 
preventiva únicamente procede cuando otras medidas cautelares no son suficientes para garantizar la 
comparecencia del imputado en el juicio, el desarrollo de la investigación, la protección de la víctima, 
de los testigos o de la comunidad. En ese sentido, las particularidades de los casos sometidos a 
consideración de los Jueces suelen confrontarles con la necesidad de sustituir o revisar alguna medida 
cautelar previamente impuesta bajo la predicción razonada de que ella sería eficaz. En estos 
escenarios, la subsidiariedad funciona de modo tal que permite al Juez desplazar la medida menos 
gravosa por una más aflictiva si las condiciones fácticas así lo reclaman. En contraste, la fijación de la 
providencia precautoria nunca depende del devenir de estas circunstancias, en virtud de que la 
integridad del monto fijado para ello no depende de vicisitudes tales como que la persona inculpada se 
sustraiga y ausente del proceso, o de que su libertad suponga un riesgo para la víctima, ofendidos o 
testigos. La providencia precautoria no busca asegurar la continuidad del proceso; tan sólo pretende 
mantener condiciones que eventualmente permitirán a la víctima hacer exigible su derecho humano a 
la reparación del daño. Consecuentemente, la carencia de recursos económicos para garantizarla 
nunca debe traer aparejada la pérdida de libertad física, ni la consecuente imposición de la prisión 
preventiva. 
 
PRIMERA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 02 de octubre de 2020 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Materia(s): (Administrativa)  
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PERSONAL DEL SERVICIO EXTERIOR MEXICANO. POSEE FACULTADES LEGALES PARA 
EJECUTAR SOLICITUDES DE AUTORIDADES JURISDICCIONALES Y ADMINISTRATIVAS 
NACIONALES, POR LO QUE ES INNECESARIO QUE REITERE LA FUNDAMENTACIÓN Y 
MOTIVACIÓN DEL ACTO ORDENADO, YA QUE SÓLO TIENE FUNCIONES DE EJECUTOR. 
 
De una interpretación literal y sistemática de los artículos 44 de la Ley del Servicio Exterior Mexicano, 
así como 17, 18, 19, 81, 82, 87, 88, 89 y 90 de su reglamento, los jefes, cónsules y demás funcionarios 
del Servicio Exterior Mexicano son servidores públicos que tienen facultades expresas para ejecutar 
las diligencias que les soliciten los tribunales mexicanos, el Ministerio Público y otras autoridades de la 
Federación, Estados y Municipios de la República; también podrán actuar como auxiliares de las 
dependencias del Ejecutivo Federal, además, que el jefe de la Oficina del Servicio Exterior Mexicano 
podrá ejercer funciones notariales en los actos y contratos celebrados en el extranjero que deban tener 
efectos en territorio mexicano, y podrán delegar esas facultades a cualquier servidor público que 
designe (mediante acuerdo escrito del jefe de Oficina Consular en el cual se establezcan el nombre del 
servidor público a quien se designe, las facultades delegadas y, además, aparezca registrada la firma 
de aquél tanto en forma autógrafa como la electrónica avanzada). De lo anterior deriva que si el 
personal del Servicio Exterior Mexicano posee, en la ley y reglamento citados, facultades establecidas 
expresamente para ejecutar actos encomendados por autoridades jurisdiccionales o administrativas 
nacionales, además de poseer fe pública equivalente a la de un notario, lo que es suficiente para que 
se considere legal su actuación al ejecutar una orden proveniente de autoridades mexicanas. Ello, 
pues debe tenerse presente que el personal del Servicio Exterior Mexicano es solamente diligenciario, 
fedatario o ejecutor de las órdenes de autoridades estatales, pero sus miembros no son los que 
deciden o resuelven derechos y obligaciones de las partes, ni los que ordenan los actos privativos o de 
molestia; de ahí que no les corresponde la obligación de respetar los derechos de audiencia, 
fundamentación y motivación, en términos de los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, de esos actos encomendados, ya que su función es únicamente de 
ejecutores, y serán, en todo caso, las autoridades jurisdiccionales o administrativas estatales (que 
solicitaron determinada ejecución) quienes sí tienen el deber de cumplir con esos derechos de 
legalidad y seguridad jurídica en la emisión de sus resoluciones. No obstante, la parte que considere 
que la actuación de esos ejecutores internacionales fue incorrecta por incurrir en alguna ilegalidad 
propia de la ejecución, entonces tendrá la carga de demostrar esa irregularidad alegada ante la 
autoridad nacional en forma oportuna y ofreciendo las pruebas conducentes, toda vez que el personal 
del Servicio Exterior Mexicano cuenta con la presunción de legalidad, buena fe e imparcialidad de sus 
actuaciones, precisamente porque esas facultades derivan de la ley y reglamento citados. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA CUARTA REGIÓN. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 02 de octubre de 2020 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.  
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POLICÍAS. AL SER EL MUNICIPIO DE CUERNAVACA, MORELOS QUIEN CUENTA CON LOS 
ELEMENTOS PARA DETERMINAR SI PROCEDE OTORGARLES LA JERARQUÍA INMEDIATA 
SUPERIOR PARA EFECTOS DE SU RETIRO DEL SERVICIO POR JUBILACIÓN O PENSIÓN, NO 
DEBE EXIGÍRSELES QUE LA SOLICITEN. 
 
De una interpretación sistemática y armónica de los artículos 210 y 211 del Reglamento del Servicio 
Profesional de Carrera Policial del Municipio de Cuernavaca, Morelos y conforme al principio pro 
personae, se colige que no debe exigirse al elemento policiaco que solicite el otorgamiento de la 
jerarquía inmediata superior para efectos de su retiro del servicio, pues si quien se considera con 
derecho a que le sea otorgada una jubilación o pensión cumplió con el requisito establecido en el 
primero de los preceptos mencionados, de solicitarla por escrito, de conformidad con el segundo de los 
señalados es obligación de la autoridad municipal analizar oficiosamente si cumplió cinco años en el 
grado que ostenta para obtener la categoría inmediata superior, al ser ésta quien cuenta con los 
elementos necesarios para determinar la procedencia de este beneficio. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO 
OCTAVO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 02 de octubre de 2020 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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LEGITIMACIÓN DE LA AUTORIDAD RESPONSABLE PARA INTERPONER EL RECURSO DE 
REVISIÓN. NO ES NECESARIO QUE EN EL OCURSO RESPECTIVO EL FUNCIONARIO PÚBLICO 
QUE PROMUEVE EN REPRESENTACIÓN DE LA UNIDAD DE INTELIGENCIA FINANCIERA DE LA 
SECRETARÍA DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO ASIENTE SU NOMBRE Y APELLIDOS. 
 
De conformidad con lo dispuesto por el artículo 9o. de la Ley de Amparo y tomando en cuenta lo 
determinado por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia 
1a./J. 70/2018 (10a.), de título y subtítulo: "JUICIO DE AMPARO. LA AUTORIDAD RECURRENTE NO 
TIENE LA OBLIGACIÓN DE ACREDITAR SU NOMBRAMIENTO PARA COMPARECER.", basta que 
el funcionario público que comparece al juicio de amparo a interponer el recurso de revisión en 
representación de la Unidad de Inteligencia Financiera dependiente de la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público, tenga encomendada tal facultad en términos de lo dispuesto en el reglamento interior 
de dicha dependencia y plasme su firma en el documento respectivo para que demuestre estar 
legitimado para ello; sin que sea necesario que acredite su cargo con el nombramiento 
correspondiente, ni que precise su nombre y apellidos en el escrito de interposición, dada la naturaleza 
confidencial y sensible de sus funciones, pues a dicha unidad concierne detectar y prevenir el delito de 
operaciones con recursos de procedencia ilícita, comúnmente conocido como "lavado de dinero", así 
como el financiamiento al terrorismo. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA CUARTA REGIÓN. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 02 de octubre de 2020 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. LA AUTORIDAD QUE FIGURÓ COMO DEMANDADA EN EL 
JUICIO NATURAL, TIENE EL CARÁCTER DE TERCERO INTERESADA EN AQUÉL. 
 
El artículo 5o. de la Ley de Amparo establece cuáles son las partes que intervienen en el juicio de 
amparo, y precisa a quiénes les asiste el carácter de cada una de éstas. En tales condiciones, cuando 
en un juicio laboral aparece una autoridad como demandada, no puede ser llamada como responsable 
en el juicio de amparo, debido a que como contraparte del quejoso, le asiste el carácter de tercero 
interesada, en términos de la fracción III, inciso c), del artículo citado, puesto que como demandada no 
actúa en ejercicio de imperio, ni realiza actos equiparables a los de autoridad que dicta, ordena, 
ejecuta o trata de ejecutar el acto que crea, modifica o extingue situaciones jurídicas en forma 
unilateral, imperativa y coercitiva, sino que lo hace como ente privado en relaciones de coordinación 
como contraparte del quejoso, y es con tal carácter que debe ser llamada al juicio de amparo, para 
estar en condiciones de hacer valer los derechos que le asisten, entre otros, los de los artículos 12, 
115, 116 y 124 de la citada ley. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA CUARTA REGIÓN. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 02 de octubre de 2020 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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INSOLVENCIA FRAUDULENTA EN PERJUICIO DE ACREEDORES. EL ELEMENTO NORMATIVO 
"ESTADO DE INSOLVENCIA" A QUE ALUDE EL ARTÍCULO 228 DEL CÓDIGO PENAL DEL 
ESTADO DE CHIHUAHUA, DEBE ENTENDERSE COMO LA SITUACIÓN DE HECHO EN LA QUE 
LOS BIENES NOTORIAMENTE CONOCIDOS DEL SUJETO ACTIVO SON INSUFICIENTES PARA 
CUBRIR EL IMPORTE DE LAS OBLIGACIONES A SU CARGO. 
 
El mencionado artículo señala que comete el delito de insolvencia fraudulenta en perjuicio de 
acreedores, quien se coloque en estado de insolvencia con el objeto de eludir las obligaciones a su 
cargo con respecto a sus acreedores. Sin embargo, la codificación represiva local no precisa lo que 
debe entenderse por "estado de insolvencia", por lo que resulta necesario definir ese concepto en 
atención a lo preceptuado en el artículo 2049 del Código Civil para esta entidad, que dispone: "Hay 
insolvencia cuando la suma de los bienes y créditos del deudor, estimados en su justo precio, no 
iguala al importe de sus deudas". De la interpretación armónica de ambos preceptos, a la luz de la 
teoría del delito, se concluye que para efectos del tipo penal, el "estado de insolvencia" se configura 
cuando no existan bienes notoriamente conocidos y ejecutables en el patrimonio del deudor, bastantes 
para cubrir el importe del crédito o créditos a su cargo, pues al margen del sentido que pudiera darse a 
la legislación civil desde un punto de vista estrictamente económico, hay que atender al ámbito del 
derecho penal, en el cual, se castiga el comportamiento que pone en riesgo la viabilidad del cobro del 
crédito mediante operaciones fraudulentas dirigidas a salvar el patrimonio o intereses del deudor. En 
consecuencia, el elemento normativo de referencia sólo requiere valorar si el sujeto activo se colocó en 
situación de insolvencia a la vista de sus acreedores, definida por la doctrina como "insolvencia 
aparente o simulada", con lo que indudablemente se lesiona el bien jurídico tutelado, relacionado con 
la expectativa de cobro del crédito, sin importar que el patrimonio del deudor se integre con otros 
bienes a los que sus acreedores no tengan acceso por medios públicos o abiertamente conocidos. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 02 de octubre de 2020 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. LA EXHIBICIÓN DE UN COMPROBANTE FISCAL ES 
INSUFICIENTE PARA RECONOCER EL DERECHO SUBJETIVO A SU DEVOLUCIÓN. 
 
Para acreditar el impuesto al valor agregado es indispensable cumplir con los requisitos previstos en el 
artículo 5o. de su ley; en ese sentido, las fracciones I, II y III exigen lo siguiente: que el impuesto 
corresponda a bienes, servicios o al uso o goce temporal de bienes, estrictamente indispensables para 
la realización de actividades distintas de la importación –en términos del impuesto sobre la renta–, por 
las que se deba pagar el impuesto o a las que se les aplique la tasa del 0%; que haya sido trasladado 
expresamente al contribuyente y que conste por separado en los comprobantes fiscales a que se 
refiere la fracción III del artículo 32 de la ley; y, que el impuesto trasladado haya sido efectivamente 
pagado en el mes de que se trate. Por otro lado, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación determinó en las jurisprudencias 2a./J. 160/2005 y 2a./J. 87/2013 (10a.), que el 
contribuyente a quien se expida un comprobante fiscal, únicamente deberá constatar que contenga 
datos como el nombre o razón social y el Registro Federal de Contribuyentes del emisor, sin que se 
encuentre obligado a verificar que éste cumpla con sus obligaciones fiscales, pues ello equivaldría a 
exigirle que despliegue facultades de verificación, lo que constituye una carga que no está prevista en 
la ley y, por el contrario, sólo está reservada a la propia autoridad hacendaria. Sin embargo, para 
reconocer el derecho subjetivo a la devolución del impuesto no basta que el contribuyente exhiba 
comprobantes fiscales que cumplan con los requisitos legales correspondientes, sino que resulta 
indispensable que la operación haya existido y se hubiere pagado el impuesto en los términos que 
establecen los artículos 1o.-B, 11, primer párrafo y 17, primer párrafo, de la ley mencionada. 
Consecuentemente, cuando la autoridad exactora niega la devolución del impuesto, no por considerar 
inválido el comprobante fiscal exhibido, sino por cuestionar la existencia de una operación amparada 
en éste, la Sala del Tribunal Federal de Justicia Administrativa deberá declarar la nulidad de la 
resolución correspondiente, sin reconocer el derecho subjetivo a la devolución, constreñir a la 
autoridad fiscal a ejercer sus facultades de comprobación en los términos y plazos previstos en el 
artículo 22-D del Código Fiscal de la Federación y, con el resultado, dictar una nueva determinación en 
la que única y exclusivamente se pronuncie sobre la procedencia de la devolución, prescindiendo de 
fincar responsabilidades de cualquier índole. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA CUARTA REGIÓN. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 02 de octubre de 2020 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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GARANTÍA ECONÓMICA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 155, FRACCIÓN II, DEL CÓDIGO 
NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES. SU FINALIDAD NO ES GARANTIZAR LA 
REPARACIÓN DEL DAÑO. 
 
Hechos: En el marco de un proceso penal, el quejoso combatió -vía juicio de amparo indirecto– el 
aumento del monto previamente fijado para la imposición de la medida cautelar de garantía 
económica. Se consideró que el aumento estaba justificado porque era necesario para garantizar la 
posible reparación del daño en favor de la víctima. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que la 
medida cautelar de garantía económica prevista en el artículo 155, fracción II, del Código Nacional de 
Procedimientos Penales, no tiene como objeto salvaguardar la eventual reparación del daño durante el 
proceso, como sí lo tiene la figura de la providencia precautoria. 
 
Justificación: El legislador ha sido cauteloso en confeccionar las causales de procedencia de las 
medidas cautelares aplicables al sistema acusatorio, pues parte de la premisa de que éstas tienen el 
potencial real de afectar varios derechos humanos en perjuicio de personas que aún merecen ser 
tratadas como inocentes, por virtud del principio de presunción de inocencia. También ha procurado un 
fino balance entre los derechos de las personas acusadas y los de las víctimas. Sin embargo, no hay 
disposición alguna en el capítulo atinente a "medidas cautelares" que aluda a la noción de reparación 
del daño. En cambio, el artículo 138 de este ordenamiento regula la figura de la providencia 
precautoria y, específicamente, le encomienda el rol de velar por la viabilidad de la reparación del 
daño. Su finalidad exclusiva es garantizar este derecho, ya sea mediante el embargo de bienes o la 
inmovilización de cuentas y valores financieros. La norma impone al Juez el deber de motivar su 
justificación y lo faculta para revisar o cancelar esa providencia, siempre que la víctima haya tenido 
posibilidad de ser escuchada. Además, ella no tiene acceso a los bienes o valores garantizados hasta 
en tanto no exista una sentencia que condene por reparación de daño. La víctima queda protegida 
durante el juicio, aunque su derecho sólo será exigible en el futuro, es decir, hasta que aquél culmine. 
Se trata de figuras que, como su nombre y topografía demuestran, guardan independencia lógica. 
 
PRIMERA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 02 de octubre de 2020 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.  
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GARANTÍA ECONÓMICA. LA IMPOSIBILIDAD MATERIAL DE OFRECERLA NO JUSTIFICA LA 
IMPOSICIÓN DE LA PRISIÓN PREVENTIVA COMO MEDIDA PREFERENTE. 
 
Hechos: En el marco de un proceso penal, el quejoso combatió –vía juicio de amparo indirecto– el 
aumento del monto previamente fijado para la imposición de la medida cautelar consistente en 
garantía económica. El aumento se consideró justificado para garantizar la reparación del daño en 
favor de la víctima. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación establece que la 
medida de garantía económica no admite ser tratada como una figura equivalente a la ya superada 
"libertad provisional bajo caución", por lo que la imposibilidad material de ofrecerla no justifica la 
imposición de la prisión preventiva como medida preferente. 
 
Justificación: En el sistema penal acusatorio queda prohibido utilizar las medidas cautelares como un 
mecanismo para anticipar la pena. Así, la garantía económica debe ser vista como una medida que 
amplía el abanico de posibilidades para quienes, por tener la capacidad financiera para ello, pueden 
realizar esa oferta y así asegurar el cumplimiento de sus obligaciones procesales. No obstante, de ahí 
no puede inferirse que quienes sean incapaces de solventar la garantía deban por ello quedar sujetas 
a prisión preventiva. De acuerdo con los principios fundamentales de un orden constitucional que 
(como el nuestro) protege la igualdad sustantiva, la pobreza no se castiga con medidas punitivas 
indirectas y la libertad no se compra. Un sistema que descansara en esta lógica resultaría 
abiertamente discriminatorio de la condición económica y social, y vulneraría el contenido del último 
párrafo del artículo 1o. constitucional. Así, la autoridad judicial está obligada a ponderar la viabilidad de 
imponer otras medidas cautelares distintas a la prisión preventiva, que incluso partieran de 
presunciones razonables sobre la vulnerabilidad inherente a la condición de pobreza. En suma, la 
garantía económica no debe ser entendida como una medida directamente intercambiable con la 
prisión preventiva. Por el contrario, tanto la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
como el Código Nacional de Procedimientos Penales se decantan por un sistema basado en la 
subsidiariedad respecto de la prisión preventiva: siempre que haya una medida cautelar más benigna y 
suficientemente eficaz, ella deberá preferirse. 
 
PRIMERA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 02 de octubre de 2020 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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EXCEPCIÓN DE FALTA DE CONSERVACIÓN DE DERECHOS. SE CONFIGURA SI SE PRECISA 
LA FECHA EN QUE EL ASEGURADO CAUSÓ BAJA DEL RÉGIMEN SOCIAL OBLIGATORIO Y 
QUE NO REINGRESÓ EN UN PERIODO DETERMINADO. 
 
De conformidad con los artículos 17 constitucional, 685, primer párrafo y 841 de la Ley Federal del 
Trabajo y con los criterios jurisprudenciales emitidos por la Cuarta y Segunda Salas de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, los órganos jurisdiccionales laborales deben resolver apartándose de 
formalismos excesivos o innecesarios, privilegiando la resolución de fondo del asunto, a verdad sabida 
y buena fe guardada, con la constante intención de administrar justicia como consecuencia de un 
ejercicio de arbitrio en el que se contemplen factores no sólo formales sino también reales. Así, la 
jurisprudencia 2a./J. 129/2013 (10a.), de título y subtítulo: "INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO 
SOCIAL. AL OPONER LA EXCEPCIÓN DE FALTA DE CONSERVACIÓN DE DERECHOS, DEBE 
PRECISAR LOS ELEMENTOS QUE LA SUSTENTAN.", debe ser interpretada en el sentido de que si 
el Instituto Mexicano del Seguro Social opone la excepción de falta de conservación de derechos, con 
independencia de que aporte el certificado correspondiente, deberá precisar los siguientes elementos: 
a) El tiempo cubierto de cotizaciones semanales; b) La fecha en que el asegurado causó baja del 
régimen social obligatorio; y, c) La fecha en que feneció el periodo de conservación de derechos, lo 
cual puede realizar de dos maneras: 1. Que el instituto asegurador precise una fecha en particular; o 2. 
Que exponga que después de la fecha en que el asegurado causó baja del régimen social obligatorio, 
no reingresó en un periodo o lapso determinado que exceda, evidentemente, al tiempo en que se dio la 
conservación de derechos. Lo anterior es así, pues la finalidad de que al oponerse la excepción 
referida se precise la fecha en que feneció el periodo de conservación de derechos, es que el 
asegurado cuente con la información suficiente para controvertirla, sin que esto pueda constituir un 
formalismo excesivo o innecesario que impida resolver el fondo del asunto. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA CUARTA REGIÓN. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 02 de octubre de 2020 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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DESCUENTO DE LA CUOTA DEL SEGURO DE ENFERMEDADES NO PROFESIONALES Y DE 
MATERNIDAD A LOS PENSIONADOS O PENSIONISTAS. EL PREVISTO EN EL ARTÍCULO 25, 
FRACCIÓN I, DE LA LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS 
TRABAJADORES DEL ESTADO DE SONORA, VULNERA EL DERECHO A LA SEGURIDAD 
SOCIAL [APLICACIÓN DE LA JURISPRUDENCIA TEMÁTICA P./J. 27/2016 (10a.)]. 
 
La tesis de jurisprudencia mencionada, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
derivada de la acción de inconstitucionalidad 19/2015, resulta aplicable al caso y, por ende, constituye 
jurisprudencia temática y vinculante para determinar que el descuento del siete por ciento a los 
pensionados o pensionistas, como cuota del seguro de enfermedades no profesionales y de 
maternidad, en términos de la fracción I del artículo 25 de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios 
Sociales de los Trabajadores del Estado de Sonora, vulnera el derecho a la seguridad social, ya que 
dicha norma local, conforme al criterio del Alto Tribunal, establece una medida contraria a los derechos 
a la igualdad y no discriminación, reconocidos en el artículo 1o., y a la seguridad social, previsto en los 
artículos 116, fracción VI, 123, apartados A, fracción XXIX y B, fracción XI, de la Constitución Federal, 
al no estar constitucionalmente permitidos los descuentos a los pensionados para contribuir a las 
prestaciones de seguridad social, a las cuales ya cotizaron como trabajadores en activo, por lo que 
debe cesar su aplicación por parte de la autoridad administrativa. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL QUINTO 
CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 02 de octubre de 2020 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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DERECHO POR USO, EXPLOTACIÓN O APROVECHAMIENTO DE AGUAS NACIONALES 
PREVISTO EN LOS ARTÍCULOS 222, 223 Y 231 DE LA LEY FEDERAL DE DERECHOS. PARA 
DETERMINAR EL ACUERDO DE LA COMISIÓN NACIONAL DEL AGUA APLICABLE PARA 
EFECTUAR EL CÁLCULO PARA SU PAGO, DEBE ATENDERSE AL PRINCIPIO DE 
ESPECIALIDAD. 
 
Para realizar el cálculo para el pago del derecho por uso, explotación o aprovechamiento de aguas 
nacionales, regulado por los artículos 222, 223 y 231 de la Ley Federal de Derechos, sólo es aplicable 
el "Acuerdo por el que se dan a conocer los valores de cada una de las variables que integran las 
fórmulas para determinar durante el ejercicio fiscal 2015 las zonas de disponibilidad, a que se refieren 
las fracciones I y II, del artículo 231 de la Ley Federal de Derechos, vigente a partir del 1 de enero de 
2014", y no así el diverso "Acuerdo por el que se actualiza la disponibilidad media anual de agua 
subterránea de los 653 acuíferos de los Estados Unidos Mexicanos, mismos que forman parte de las 
regiones hidrológico-administrativas que se indican", que tiene su origen en el artículo 22 de la Ley de 
Aguas Nacionales –ambos emitidos por el director general de la Comisión Nacional del Agua y 
publicados en el Diario Oficial de la Federación el 27 de febrero de 2015 y el 4 de enero de 2018, 
respectivamente–, porque con independencia de que ambas disposiciones se pronuncian sobre la 
actualización de las zonas de disponibilidad de los mantos acuíferos y regiones hidrológicas de la 
República Mexicana, en atención al objeto que regulan, así como al principio de especialidad, 
conforme al cual, ante la existencia de un supuesto concreto que esté formulado por dos normas 
jurídicas o disposiciones legales vigentes que se encuentran en una relación de generalidad y 
especialidad, la ley especial tiene preferencia sobre la general, únicamente el primero de dichos 
acuerdos es el aplicable para realizar el cálculo para el pago del referido derecho, al relacionarse 
directamente con éste, con las fórmulas que deben observarse para cuantificarlo y, además, porque se 
trata de una facilidad administrativa, mientras que el segundo de ellos se constituye como un requisito 
para la solicitud de concesión o asignación para el uso, explotación o aprovechamiento de aguas 
nacionales, el cual, al no ser optativo, no tiene naturaleza de facilidad administrativa y, por ello, no 
puede ser aplicable para el cálculo del referido derecho. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA CUARTA REGIÓN. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 02 de octubre de 2020 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la 
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DERECHO DE PETICIÓN. LA FALTA DE RESPUESTA EN EL PLAZO DE CUARENTA Y CINCO 
DÍAS HÁBILES O INCLUSIVE DURANTE EL TRÁMITE DEL JUICIO DE GARANTÍAS O SU 
REVISIÓN, CONSTITUYE UNA VIOLACIÓN A ESA GARANTÍA INDIVIDUAL (LEGISLACIÓN DEL 
ESTADO DE VERACRUZ DE IGNACIO DE LA LLAVE). 
 
El artículo 8o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos contempla el ejercicio del 
derecho de petición, siempre que se formule por escrito, de manera pacífica y respetuosa, y establece 
que: "... A toda petición deberá recaer un acuerdo escrito de la autoridad a quien se haya dirigido, la 
cual tiene obligación de hacerlo conocer en breve término al peticionario"; mientras que el artículo 7o. 
de la Constitución Política del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, otorga a la autoridad un 
plazo de cuarenta y cinco días hábiles para dar respuesta a una petición hecha por el gobernado. En 
esas condiciones, el breve término a que alude tal derecho de petición, debe guardar relación con el 
plazo antes mencionado; de ahí que, si la autoridad responsable no acredita haber contestado la 
petición del quejoso, en ese término, ni durante el transcurso del juicio de amparo o en su revisión es 
evidente la violación a esa garantía individual consagrada en el invocado artículo 8o. constitucional. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se republicó el viernes 02 de octubre de 2020 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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DEDUCCIONES PERSONALES PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 151, FRACCIÓN I, DE LA LEY DEL 
IMPUESTO SOBRE LA RENTA. DEBEN CONSIDERARSE ASÍ LOS PAGOS REALIZADOS POR 
CONCEPTO DE COASEGURO Y DEDUCIBLE EN LOS SEGUROS DE GASTOS MÉDICOS 
MAYORES. 
 
El deducible de una póliza de seguro, así como el coaseguro constituyen una participación del 
asegurado en el costo total de los gastos generados por un siniestro (en virtud de que el primero es la 
cantidad fija que debe cubrirse antes de que el seguro pague algún beneficio, esto es, un límite mínimo 
a partir del cual procede el pago por la aseguradora; y el segundo constituye un porcentaje del total del 
siniestro, calculado después de restar el deducible, que deberá pagar el asegurado respecto de los 
gastos hospitalarios y los honorarios del médico), por lo cual, los pagos realizados por esos conceptos 
deben considerarse como deducciones personales, en términos del artículo 151, fracción I, de la Ley 
del Impuesto sobre la Renta, al ser una erogación del contribuyente con motivo de un evento médico. 
En efecto, lo que caracteriza a los contratos de seguros de gastos médicos mayores es la distribución 
del riesgo y responsabilidad sobre éste, de manera que los contratantes se encuentran vinculados por 
virtud de un mismo contrato y son solidarios para pagar esos gastos médicos u hospitalarios en la 
proporción o cuota en que hubiesen asumido el riesgo y pactado en la póliza. Ello, porque si bien el 
porcentaje establecido como deducible deriva del acuerdo entre aseguradora y asegurado, es decir, 
del contrato que éstos celebran, en el sentido de que aquélla se obliga, mediante una prima, a resarcir 
un daño o a pagar una suma de dinero y éste a pagar el deducible estipulado en dicho contrato, lo 
cierto es que ese deducible y el coaseguro son el pago de una corresponsabilidad en el siniestro, 
derivado necesariamente de los gastos médicos u hospitalarios generados, que el asegurado paga 
directamente al hospital y al médico que lo atendió, de manera que si el objetivo del precepto citado es 
conferir o favorecer al contribuyente con un beneficio respecto a los gastos médicos que realice, no 
puede llegarse a una conclusión diversa, ya que las erogaciones por deducible y coaseguro tuvieron 
por objeto la atención de la salud del particular para la plena satisfacción de sus necesidades médicas 
y que, como se señaló, el legislador juzgó necesarias en dicha fracción, a fin de que las personas 
pudieran atender sus necesidades esenciales. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA CUARTA REGIÓN. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 02 de octubre de 2020 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la 
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CADUCIDAD DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO PARA LA APLICACIÓN DE SANCIONES 
POR VIOLACIONES A LA LEGISLACIÓN LABORAL. AL SER EL ARTÍCULO 58 DEL 
REGLAMENTO GENERAL DE INSPECCIÓN DEL TRABAJO Y APLICACIÓN DE SANCIONES UNA 
NORMA IMPERFECTA, EL CÓMPUTO DEL PLAZO PARA QUE AQUÉLLA OPERE NO INICIA POR 
EL HECHO DE QUE LA AUTORIDAD HAYA OMITIDO DICTAR EL ACUERDO DE CIERRE DE 
INSTRUCCIÓN. 
 
Conforme a la condición establecida en el artículo 60 de la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo, la caducidad de las facultades de la autoridad administrativa en procedimientos 
iniciados de oficio se genera por el transcurso del plazo de treinta días contados a partir de la 
expiración del plazo para dictar resolución. En el caso de las que impongan una sanción por 
violaciones a la legislación laboral, el último párrafo del artículo 59 del Reglamento General de 
Inspección del Trabajo y Aplicación de Sanciones prevé que es de diez días hábiles siguientes a aquel 
en que se notificó el acuerdo de cierre de instrucción; sin embargo, si la autoridad de trabajo 
sancionadora, aun cuando se encuentra fácticamente posibilitada para dictar el acuerdo de cierre de 
instrucción al día siguiente en que feneció el término otorgado a la parte actora para que manifestara 
por escrito lo que a su derecho conviniera, opusiera excepciones y defensas y ofreciera pruebas, no lo 
hace, ello no puede dar pauta para que inicie el cómputo del plazo para que opere la caducidad, pues 
el artículo 58 del citado reglamento que establece: "Una vez oído al emplazado y desahogadas las 
pruebas admitidas, se dictará el acuerdo de cierre del procedimiento turnándose los autos para dictar 
resolución.", constituye una norma imperfecta, por carecer de sanción para el caso de incumplimiento, 
es decir, no establece una consecuencia por su inobservancia; de ahí que el hecho de que la autoridad 
no haya cumplido con los plazos reglamentarios, en relación con las actuaciones procesales previas a 
la emisión de la resolución y posteriores, como su notificación, no tiene el alcance de desvirtuar la 
regularidad del acto. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA CUARTA REGIÓN. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 02 de octubre de 2020 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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ALBACEA DE LA SUCESIÓN. INDICAR SU NOMBRE NO CONSTITUYE UN REQUISITO PARA LA 
PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN INTENTADA EN UN JUICIO ORDINARIO CIVIL (LEGISLACIÓN 
DEL ESTADO DE CAMPECHE). 
 
No existe porción normativa en el Código de Procedimientos Civiles del Estado de Campeche que 
obligue a señalar el nombre del albacea de la sucesión para la procedencia de un juicio ordinario civil; 
pues del contenido de los artículos 261, 262, 278 y 279 de dicho ordenamiento, se desprenden 
únicamente como requisitos, tanto para la demanda como su contestación, exponer de manera sucinta 
y numerada los hechos y fundamentos de derecho; fijar con precisión lo que se solicite, esto es, 
señalar la clase de acción que se ejercite y la persona contra quien se proponga; acompañar con los 
documentos que acrediten la personalidad y funden su derecho; y, exhibir las copias necesarias para 
todas las partes. Sin que el texto "la persona contra quien se proponga" signifique que, en caso de que 
se demande o reconvenga una sucesión sea obligación de los actores proporcionar el nombre de su 
albacea (al ser un hecho que pueden desconocer), sino que únicamente deberá mencionar el nombre 
del de cujus pues, de lo contrario, se exigirían mayores requisitos a los contemplados por la ley. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA CUARTA REGIÓN. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 02 de octubre de 2020 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la 
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ACLARACIÓN DE LA DEMANDA DE AMPARO. CASO EN QUE SU INCUMPLIMIENTO NO 
ACARREA NECESARIAMENTE TENERLA POR NO PRESENTADA. 
 
El artículo 108 de la Ley de Amparo establece lo que deberá expresarse en la demanda de amparo 
indirecto, entre otros, la autoridad o autoridades responsables así como el acto u omisión que a cada 
una se reclame; en tanto que, conforme a lo dispuesto por el diverso 114, fracción II, de la legislación 
en consulta, el Juez de Distrito mandará requerir al promovente para que aclare su demanda cuando 
hubiere omitido alguno de los requisitos establecidos en la disposición legal aludida, con el 
apercibimiento que de no hacerlo, invariablemente se tendrá por no presentada la demanda de 
amparo. Ahora bien, a la luz del principio pro persona, contenido en el artículo 1o., segundo párrafo, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, esa sanción procesal para el caso de 
incumplir con el requerimiento del Juez de amparo no debe interpretarse en sentido literal en todos los 
casos, sino que debe armonizarse de acuerdo con el asunto específico, pues la finalidad del 
requerimiento para establecer las bases sobre las que habrán de fijarse los actos reclamados, las 
autoridades responsables y, en general, la litis constitucional, atiende a la necesidad de contar con 
todos los elementos necesarios para iniciar la acción constitucional de amparo. En ese sentido, habrá 
casos en que la oscuridad que pueda presentar una demanda de amparo afecte sólo una parte de ella 
y su aclaración no resulte necesaria para proseguir con el juicio respecto de lo demás reclamado; por 
ejemplo, cuando se plantean diversos actos reclamados a distintas autoridades responsables, sin estar 
necesariamente vinculados entre sí ni dependan una de la otra. Ante ese panorama, el Juez de 
amparo, al advertir alguna deficiencia, irregularidad u omisión que deba corregirse, procederá en los 
términos indicados en el artículo 114 de la Ley de Amparo, pero deberá precisar con toda claridad el 
motivo de prevención y el apercibimiento correspondiente para el caso de incumplir sobre el punto 
específico que deba dilucidarse; sin que de manera alguna pueda condicionar el acceso a la totalidad 
de la instancia constitucional si el punto considerado oscuro está desvinculado o tiene suficiente 
independencia de lo restante reclamado en la demanda de amparo que sí satisface la totalidad de los 
requisitos exigidos por las disposiciones legales en consulta; con ese proceder, se otorga un sentido 
protector a la norma en favor del peticionario, pues ante la existencia de varias posibles 
interpretaciones de los alcances del artículo 114 de la Ley de Amparo, se adopta la limitación menos 
restrictiva del derecho a la tutela judicial efectiva. 
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